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RESUMEN 

La ordenación del territorio, más que una política pública marco para conservar /proteger el entorno ambiental 
del país y referencia espacial a los planes de desarrollo, representa un instrumento público, técnico/político de 
planificación del desarrollo regional, que direcciona los procesos de ocupación y usos del territorio, la localización 
de actividades productivas, la organización del sistema de ciudades, el equipamiento de infraestructura y la inversión 
pública, atendiendo a características y restricciones del medio físico natural, lo cual se traduzca en mayor 
productividad al menor costo ambiental . Define así, objetivos explícitos para lograr mayor calidad de vida de la 
población, desarrollo económico sostenible y la preservación de los recursos naturales. 

Como política pública adecuadamente diseñada, permite ejecutar actuaciones dentro del marco de los ODS y la 
atención de la situación socioeconómica actual del país. En su fase de diseño, facilita analizar dinámicas territoriales, 
viabilizar aprovechamiento de potencialidades, conservar patrimonios, dimensionar actuaciones de 
mitigación/adaptación ante efectos del cambio climático, y adecuar capacidades para manejar pandemias. Al valorar 
el sistema urbano, integra el territorio nacional, potencia cadenas productivas y ayuda a crear comunidades 
sostenibles y ciudades resilientes. 

La Venezuela de hoy demanda con urgencia, cambios estructurales en los distintos ámbitos para transitar hacia 
modelos de desarrollo más sostenibles que permitan avanzar en reducción de la pobreza, equilibrar derechos 
humanos, recuperar condiciones adecuadas de servicios públicos, y propiciar condiciones de competitividad y 
sostenibilidad económica. Está exigiendo, revisar las políticas de desarrollo regional  para reordenar la inversión 
pública y adecuar la organización territorial. El artículo desarrolla una visión y propuesta al respecto.  

 
ABSTRACT 

The review and design of a new land use planning policy as a basis for addressing Venezuela's economic and social crisis 
Territorial planning, more than a framework public policy to conserve and protect the country's environmental 

environment and a spatial reference to development plans, represents a public, technical/political instrument for 
regional development planning, which directs the processes of occupation and use of the territory, the location of 
productive activities, the organization of the system of cities and the equipment of infrastructure, taking into 
account the characteristics and characteristics of the country. constraints of the natural physical environment, which 
translates into greater productivity at the lowest environmental cost. Thus, it defines explicit objectives to achieve 
a higher quality of life for the population, sustainable economic development and the preservation of natural 
resources. 

As a properly designed public policy, it allows actions to be carried out within the framework of the SDGs and 
attention to the current socio-economic situation of the country. In its design phase, it facilitates the analysis of 
territorial dynamics, the use of potential, the conservation of heritage, the dimensioning of mitigation/adaptation 
actions in the face of the effects of climate change, and the adaptation of capacities to manage pandemics. By 
valuing the urban system, it integrates the national territory, enhances productive chains, and helps create 
sustainable communities and resilient cities. 

Today's Venezuela urgently demands structural changes in the different areas to move towards more sustainable 
development models, advance in poverty reduction, balance human rights, recover adequate conditions of public 
services, and promote conditions of competitiveness and economic sustainability. It is demanding a review of 
regional development policies in order to reorganize investment and adapt territorial organization. The article 
develops a view-point and proposal in this regard. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El presente artículo de opinión, pretende presentar en forma 
sintética y sencilla todo lo que un interesado debería saber 
sobre el proceso de ordenación del territorio que ha seguido y 
demanda revisar el país. Tratándose de una monografía con 
fines de información y formación básica, así como de consulta, 
y de ninguna manera, de un ensayo con pretensiones 
académicas especiales, a pesar de haber sido hecho con todo el 
rigor posible. 

 

La información y los análisis expuestos no pretenden ser 
originales. Ellos son producto de un conjunto de trabajos y 
experiencias profesionales  y de docencia académica de los 
autores durante los últimos 40 años. Su visión y contenidos 
fueron expuestos y analizados dentro de la Comisión de 
Desarrollo Urbano y Territorial de la ANIH durante los años 
2023 y 2024, y sirvió de base a la academia en su reciente 
declaración sobre lineamientos a considerar para el 
ordenamiento territorial y desarrollo urbano del país, de 
octubre de 2024.  

 

Como esta referenciado en una serie de documentos de 
interés público de reciente data que analizan la situación 
económica, política y social de Venezuela (1), la crisis social y 
económica presente en el país, ha tendido a generar 
desconcierto e incertidumbre en relación al retraso manifiesto 
en el cumplimiento de sus obligaciones con el logro de los 
ODS y la agenda del clima nacional e internacional, por referir 
dos instituciones con las cuales el Gobierno Nacional ha 
suscrito acuerdos y compromisos. Siendo manifiesto, como 
temas de salud, seguridad alimentaria, desnutrición, educación 
y seguridad, entre otros, reconocidos como prioritarios, 
mantienen una deuda acumulada con el desarrollo socialmente 
equilibrado, superando las capacidades institucionales actuales, 
confrontando además la ausencia de voluntad política para 
llevar adelante las reformas transformadoras necesarias que 
permitan cumplir esos compromisos de los ODS, enfrentar los 
efectos post pandemia y del cambio climático, y organizar 
mejor el país para su desarrollo. 

 

La Venezuela de hoy se desenvuelve con dificultad, dentro 
de un complejo escenario socio ambiental y de desarrollo 
territorial en el contexto de la post pandemia del COVID 19, 
la crisis climática, las consecuencias económicas y políticas de 
la guerra entre Rusia y Ucrania, y los cambios en el modelo de 
la economía global.  Está afectada por una profunda crisis de 
carácter estructural, asociada al bajo desempeño del sector 
petrolero, perturbaciones de su política fiscal, y una serie de 
desaciertos en sus políticas monetarias y de protección social.  

 

Como nación, Venezuela está demandando con urgencia, 
cambios estructurales en los ámbitos político, social, 
económico e institucional para transitar hacia un modelo de 
desarrollo más sostenible, que le permita lograr avances en la 
reducción de la pobreza, en el equilibrio de los derechos 
humanos, en recuperar condiciones adecuadas de salud, 
educación y calidad en sus servicios básicos, y en propiciar 
condiciones de competitividad y sostenibilidad económica. 

Está exigiendo en consecuencia, revisar en primer orden, las 
políticas y contenidos de los instrumentos de planificación y 
regulación del desarrollo regional,  los cuales pautan los 
objetivos y prioridades de inversión y desarrollo del país así 
como la organización espacial territorial y los mecanismos 
operativos e institucionales legales en que se sustentan. Ello, 
porque además es manifiesta, la debilidad que subyace en el 
modelo rentista exportador petrolero y la ausencia de actuación 
efectiva de aquellas instancias organizacionales que coordinan 
las estrategias y políticas de desarrollo territorial y ambiental. 

 

Existe consenso en reconocer entre los estudiosos del tema, 
como una acertada política nacional de ordenación territorial, 
consensuada y adecuadamente implementada, pudiese facilitar 
el abordaje y la ejecución efectiva de actuaciones relacionados 
con los compromisos que demanda los ODS y la atención de 
la situación económica y social existente, y dentro de su diseño 
ayudaría a comprender mejor y analizar las dinámicas 
territoriales, viabilizar el aprovechamiento de las 
potencialidades reconocidas, conservar el patrimonio natural y 
cultural, y crear comunidades sostenibles y ciudades resilientes. 
Permitiría además, dimensionar las actuaciones para disminuir 
la vulnerabilidad ante eventos naturales y efectos del cambio 
climático, y adecuar capacidades internas para manejar mejor 
las pandemias. 

 

La perspectiva de abordar estos retos desde una visión de 
desarrollo regional y bajo lineamientos de ordenamiento 
territorial, se estima que pueden ayudar a formular una 
propuesta centrada en las personas, que tome en consideración 
los puntos de interacción entre los sistemas socioculturales y 
sistemas territoriales ambientales, y que contemple la 
integración productiva y el aprovechamiento competitivo de 
los recursos productivos como medios que posibilitaran la 
cooperación y la corresponsabilidad amplia de los diversos 
actores públicos y sociales. 

 

El propiciar el entendimiento y orientar hacia las actuaciones 
para buscar alcanzar el estado de desarrollo y calidad de vida 
que corresponde como nación, ha sido el objetivo de este 
artículo de opinión. No se ha seguido una metodología 
específica de investigación más que la revisión de extensas 
bibliografía y la estructuración de contenidos buscando hacer 
más comprensible la temática del ordenamiento territorial y su 
importancia para el país. De allí que se trata de un documento 
técnico donde además de revisarse la actual política de 
ordenamiento territorial y de gestión del desarrollo regional del 
país, se expresan un conjunto de ideas y propuestas de acciones 
que dentro del marco de una nueva política de ordenación del 
territorio, ayuden a conducir el país y sus organizaciones en la 
ejecución de una serie de políticas, programas y proyectos de 
desarrollo territorial dentro de un escenarios actual tendencial 
y futuro de tanta incertidumbre. La propuesta de atención a los 
análisis críticos y las conclusiones se expresan solicitando la 
revisión y actualización del Plan Nacional de Ordenación del 
Territorio de 1998, aún vigente; sugiriendo tratamientos 
específicos a algunas materias en él contenidas. 
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LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO EN 
VENEZUELA. VIGENCIA DE SUS OBJETIVOS Y  
ALCANCES INSTITUCIONALES. 

 

En Venezuela, los procesos de ordenación del territorio se 
rigen a través de la Ley Orgánica para la Ordenación del 
Territorio (LOPOT 1983), y se implementan como políticas 
públicas por medio de una secuencia de planes nacionales, 
regionales, estadales, municipales, sectoriales de ordenamiento 
territorial, ordenamiento urbano, de ordenación de áreas bajo 
régimen de administración especial (ABRAE) y de gestión de 
recursos naturales. Esa Ley Orgánica define al ordenamiento 
territorial en su artículo 2º, como “la regulación y promoción de la 
localización de los asentamientos humanos, de las actividades económicas 
y sociales de la población, así como el desarrollo físico espacial, con el fin 
de lograr una armonía entre el mayor bienestar de la población, la 
optimización de la explotación y uso de los recursos naturales y la 
protección y valorización del medio ambiente como objetivos fundamentales 
del desarrollo integral” (2).  

 

En el artículo 128 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela (1999), se reconoce a la ordenación 
del territorio como un instrumento para guiar el proceso de 
desarrollo integral del país, y  como una política del Estado que 
establecerá el marco a partir del cual se sustenta y direccionan 
las acciones públicas que permiten alcanzar el desarrollo 
sustentable del país, actuando sobre las actividades humanas y 
la ocupación y usos del territorio, de acuerdo con la integridad 
y potencialidad de los recursos naturales. Toma así una 
connotación práctica, al comportarse como el proceso que 
preside las acciones a realizar en procura del desarrollo 
sostenible. 

 

Desde el año 2008 como consecuencia de la aprobación de 
una nueva constitución nacional (1999), se ha pretendido 
cambiar la visión política, los postulados y las coordinaciones 
institucionales que la LOPOT fijo en 1983. La aprobación ese 
año de la Ley Orgánica para la Ordenación y Gestión del 
Territorio, que nunca entro en ejecútese, y la reciente iniciática 
con el proyecto de Ley Orgánica de Planificación de la Gestión 
Espacial y Territorial (2022, actualmente en revisión y 
discusión en la Asamblea Nacional y el Consejo Federal de 
Gobierno), han buscado realinear las bases de esa política.  

 

Ambos proyectos coinciden en señalar el objetivo del 
ordenamiento territorial como instrumento de política para 
ajustar la división político administrativa de la Nación a las 
disposiciones de la Constitución de 1999, disponer los 
instrumentos para gobernar el territorio bajo su jurisdicción, y 
para regular de forma centralizada y bajo la coordinación de 
órganos comunales, la transformación, ocupación y utilización 
del espacio de acuerdo a estrategias socialistas de desarrollo 
económico y social. 

 

Subyace en esos pretendidos proyectos de ley, la visión de 
ver el ordenamiento territorial a partir de la implementación de 
una política territorial ambiental centralizada, sustentada en el 
desarrollo territorial restringido y bajo la administración de las 
competencias públicas asociadas fuera de la competencia de los 

Concejos Municipales y bajo la tutela de órganos paraestadales 
y comunales no contemplados en la Constitución Nacional. 

 

En una revisión paralela de la Ley Orgánica del Ambiente 
(LOA 2006) (3), se observa, como el objetivo fundamental de 
la gestión ambiental y, particularmente de su instrumento de 
planificación: la ordenación del territorio, es el de servir de 
instrumento estratégico y herramienta de la Política de Gestión 
Ambiental, para sentar las bases que permitan alcanzar el 
desarrollo sostenible, direccionando las actuaciones que 
requieren acometerse para buscar: satisfacer las necesidades 
esenciales de la población de carácter socioeconómico y físico-
ambiental; desarrollar el potencial económico del territorio 
mediante la utilización racional de los recursos naturales, pero 
sin que esto llegue a poner en riesgo irreversible el potencial 
físico natural; y la preservación del ambiente, de manera que 
las generaciones futuras disfruten de un ambiente sano, en 
condiciones favorables para el desenvolvimiento de la vida 
humana y de los otros seres vivos. 

  

Esta visión plasmada en la LOA, coincide con lo expresado 
por Elías Méndez (2002) (4) quien refiere, como la ordenación 
del territorio es en esencia un proceso de planificación y una 
política del Estado para conocer, regular, promover y 
administrar la ocupación y uso del territorio, pero siendo 
respuesta socio territorial a la localización de actividades 
económicas, a la organización de la red de centros poblados y 
a la cobertura del equipamiento en infraestructuras de 
servicios. Todo ello, en un todo armónico con el manejo de los 
recursos naturales y la prevención de riesgos naturales, siempre 
con el fin de mejorar la calidad de vida de la población, 
propiciar el desarrollo de una economía competitiva y 
sostenible, mantener la continuidad del potencial natural, y 
organizar eficientemente el territorio.  

 

Se interpreta por ello, como el ordenamiento territorial 
siendo base metodológica en el diseño e implementación de las 
políticas ambiental y de desarrollo regional, es una política 
pública de Estado con carácter multidisciplinario, sustentada 
en el análisis de las condiciones físico-naturales y 
socioeconómicas, de manera de considerar las fortalezas, 
oportunidades, debilidades y amenazas que configuran la 
realidad de un espacio geográfico, con el fin de orientar los 
procesos de ocupación y usos del territorio, la localización de 
las actividades productivas, la organización de la red de centros 
poblados y el equipamiento de infraestructura; tratando de 
prevenir los riesgos naturales y de conseguir una disposición 
geográficamente armónica y compatible de los factores 
antrópicos sobre las bases físico naturales, lo cual se traduzca 
en mayor productividad al menor costo ambiental. Siendo sus 
objetivos centrales: lograr una mayor calidad de vida de la 
población, un desarrollo económico sostenible, y la 
preservación de los recursos naturales y el patrimonio que 
representa la biodiversidad. 

 

Al reconocer desde el punto de vista técnico a la ordenación 
del territorio como un proceso de planificación para alcanzar 
el desarrollo sostenible, se espera que utilice y aplique una serie 
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de instrumentos y medidas que permitan alcanzar propósitos 
específicos en el país, tales como: 

• Manejar integralmente los ingentes recursos naturales del 
suelo, subsuelo y costero marino 

• Prevenir los riesgos a desastres asociados a condiciones y 
comportamientos de su entorno 

• Asignar el uso del territorio y actividades compatibles 
conforme a las características, limitaciones y dinámicas del 
paisaje geográfico construido 

• Localizar las actividades económicas productivas 
aprovechando los encadenamientos y ventajas creadas. 

• Organizar la red de centros poblados buscando aprovechar 
las fortalezas creadas en torno a sus áreas metropolitanas y 
la importante red de vialidad y transporte que el país ha 
construido.  

• Establecer la cobertura de equipamiento e infraestructuras 
públicas básicas para consolidar un orgánico y eficiente 
sistema urbano que integre el territorio nacional y apoye sus 
procesos socioproductivos. 

 

La adecuada orientación de estos objetivos, debería 
traducirse, en una organización eficiente del territorio nacional 
y regional, con un aprovechamiento más racional y productivo 
de los recursos naturales, capaz de dar sostenimiento a una 
calidad de vida de la población más aceptable y a un desarrollo 
económico equilibrado y competitivo, sin degradar el 
ambiente. 

 

El manejo de los recursos naturales exige estar referido, al 
aprovechamiento que a través de programas, proyectos y 
acciones, se le dé al entorno físico geográfico y condiciones 
específicas del medio físico natural, con la finalidad de cumplir 
funciones para el desarrollo de la sociedad actual y de satisfacer 
las necesidades de la población. Ello involucra, establecer la 
manera en que se utiliza el potencial natural del territorio para 
desarrollar las actividades humanas, considerando las 
condiciones en que se encuentra el recurso en particular, sus 
potencialidades y restricciones para el aprovechamiento, a fin 
de prevenir su degradación, garantizando la permanencia y 
trascendencia en el tiempo y espacio. 

 

El uso de la tierra por su parte, debe ser referido, a la manera 
como se deben aprovechar los recursos naturales presentes en 
el territorio, mediante el establecimiento y localización de las 
actividades productivas cónsonas, para lo que se deben asociar 
aspectos físico naturales, socioeconómicos y técno productivos 
que repercuten en la utilización de los recursos suelo y agua, en 
la alteración del paisaje y en el comportamiento de los 
ecosistemas asociados. En ese proceso de ordenación del 
territorio, la asignación de los usos de la tierra será la expresión 
de la integración de elementos físico-naturales y 
socioeconómicos para configurar las unidades territoriales que 
conformarán la base espacial en el cual descansará el desarrollo 
de cada región y el país en general. 

 

Se debe buscar asegurar dentro de los procesos de ejecución 
y control de ese modelo de desarrollo del país guiado por una 
clara y eficiente política de ordenación del territorio, que una 

vez que se asignan los usos de la tierra como directrices del 
plan de ordenamiento territorial correspondiente, estos 
deberían convertirse en promotores del desarrollo, reguladores 
jurídicos  del uso, goce y disfrute de la propiedad predial, y en 
un valioso instrumento de gestión para que las instituciones del 
Estado realicen el ejercicio administrativo de control,  la 
promoción de la inversión pública y privada, y la organización 
territorial planificada acorde. 

 

Como lo expresa Méndez (Ob. Cit., pág. 56) “El resultado 
obtenido sobre la distribución territorial de los usos asignados, 
es a su vez marco referencial para orientar decisiones que se 
adopten en relación con la preferencia sobre sistemas 
productivos, sistemas prestadores de servicios ambientales, la 
ocupación de actividades de base urbana y del equipamiento de 
infraestructuras, y el manejo de recursos naturales y de sistemas 
ecológicos estratégicos”. 

 

Finalmente y como lo destaca la Fundación Argentina de 
Ambiente y Recursos Naturales (5), el ordenamiento territorial 
es una herramienta de política pública para la prevención y 
transformación democrática de conflictos socio ambientales, 
cuyo objeto es la organización espacial de las actividades en un 
ámbito determinado, y que toma al ambiente en una 
concepción amplia. Es más que un simple ejercicio de 
planificación de usos del suelo, para transformarse en la 
expresión del modelo de desarrollo socialmente deseado frente 
a los bienes colectivos, que debe ofrecer al hombre una calidad 
de vida que garantice el desarrollo de su personalidad en 
entornos organizados. 

 

 

EL TERRITORIO VENEZOLANO. SU ACTUAL 
PATRÓN DE OCUPACIÓN ESPACIAL Y 
DESARROLLO ECONÓMICO 

 

Venezuela es un país tropical donde su geografía ha impuesto 
características particulares a la distribución de la población y 
sus actividades. Ese carácter de país caribeño, andino, llanero 
y amazónico, de algún modo ha configurado la presencia 
poblacional y condicionado la localización de sus actividades 
productivas. Evidentemente, la incidencia del proceso de 
conquista y colonización española luce manifiesto en ese 
patrón de localización y desarrollo de su red de centros 
poblados y del sistema de ciudades. Actualmente, la mitad de 
la población del país se haya distribuida a lo largo del eje 
montañoso centro norte costero asociado a la conurbación 
Valencia-Caracas, así como sobre la zona montañosa de Los 
Andes y el macizo oriental; y, en las zonas bajas de Occidente 
en torno a las ciudades de Barquisimeto y Maracaibo. 

 

Este patrón característico de poblamiento, afirma la 
tendencia histórica del poblador venezolano de buscar un 
clima benigno que ha encontrado en los valles de las alturas 
medias de las montañas, en contraste con las extensas y ricas 
zonas bajas planas más cálidas de los llanos y planicies del sur 
del Orinoco donde habitan apenas hoy el 10% de la población 
a pesar de  representar casi dos tercios del territorio y ubicarse 
en ellas ingentes recursos naturales poco aprovechados. 
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El último censo nacional de población y vivienda del año 
2011, refirió que el país lo habitaban 27.227.930 personas. En 
los estados centrales de Miranda, Carabobo, Aragua, La Guaira 
y el Distrito Capital se concentraba el 32.5% de esa población, 
en su mayoría en los 121 centros urbanos de los 697 
contabilizados en todo el país. Para noviembre del año 2021, 
de acuerdo a cifras publicadas por el INE-CNE 2021 como 
base de datos poblacionales para las elecciones regionales y 
municipales de ese año, se estimó que la población nacional 
había ascendido a 33.193.085 (un incremento del 21,9% en los 
últimos 10 años, pero sin reconocer la diáspora migratoria que 
ha afectado sobretodo en los últimos 5 años, entre un 15 y 18% 
de la población). En esos mismos estados centrales se estimaba 
la localización de 10,62 millones de personas (el 32% del total 
del país), 6,42 mill. de ellas en las áreas metropolitanas de 
Caracas (3,39 Mill); Valencia (1,93 Mill), Maracay (678,2 miles), 
Maiquetía-La Guaira-Naiguatá (405 miles), Puerto Cabello-
Morón (253,3 miles) y La Victoria-El Consejo (173,1 miles) (6) 
y (7). 

 

Si tomamos como válidos esos datos oficiales del 2021, 
aceptaremos también, como lo muestran esas cifras oficiales, 
que el 93,35% (31 mill.) de la población del país se localizaba 
en centros urbanos, 42 de ellos catalogados como áreas 
metropolitanas o conurbaciones, en donde se encontraban 
concentrados 19,16 millones de personas (el 57,7% de toda la 
población del país) (8). 

 

En los últimos cien años, ese patrón de concentración 
poblacional, y con ello de las actividades productivas, ha sido 
el rasgo más sobresaliente dentro del proceso de organización 
espacial territorial. Varios investigadores urbanos (9) 
consideran, que ese modelo de concentración urbana y la 
conformación de metrópolis representa la mayor fortaleza que 
el país ha construido para su desarrollo económico y social, 
dado los altos niveles de inversión que ello ha implicado en 
redes viales, de transporte y de equipamiento y servicios 
básicos que el Estado ha podido suplir. En la actualidad se 
estima, que más del 75% del PTB Nacional se produce en esos 
entornos urbanizados. 

 

En ese largo periodo de tiempo, la evolución económica y 
social del país no ha escapado del curso histórico que ha 
caracterizado al subcontinente latinoamericano. Sin embargo, 
desde inicios del Siglo XX, con la irrupción petrolera, el país 
ha seguido una trayectoria particularmente diferenciada del 
resto de Latinoamérica en la conformación de su base 
económica, la estructuración organizativa de su territorio en 
cuanto al sistema urbano, y la localización de las actividades. 
Analistas académicos y económicos del país (10) han 
identificado al menos 4 modelos de organización que el país ha 
construido y seguido: el petrolero (1920-1952), el de 
sustitución de importaciones (1953-1982), el de promoción de 
exportaciones no tradicionales (1983-1998), y el más reciente y 
vigente llamado en los planes de gobierno del “Socialismo del 
Siglo XXI”, endógeno sostenible (1999-2022), donde cada uno 
ha sumado para construir un país altamente concentrado en 

población, centralizado, dependiente de la renta petrolera, y 
muy susceptible al vaivén de la economía mundial occidental. 

 

Al día de hoy, al revisar los desempeños regionales y el 
sistema urbano estructurado por los diferentes modelos de 
desarrollo económico y social que el país siguió, -ello dentro de 
una visión y análisis de la dinámica mostrada por las actividades 
económicas y los sectores productivos-, es notorio comprobar, 
como mas del 67% del PIB y absorción de empleo lo aportan 
el sector comercial y de servicios, 12% el sector agropecuario, 
y el restante 21% el sector industrial manufacturero. Los 
ingresos de la renta petrolera y del ejercicio fiscal representan 
más del 80% de ese PTB nacional (11). 

 

Para el año 2020 según información publicada por la Global 
Dat Lab University (2020) y considerando las estimaciones de 
la CEPAL para Venezuela (2022), el PTB Nacional no 
petrolero alcanzó los 45.382 millones de dólares. El 23,4% del 
mismo lo aportaron los estados centrales de Miranda, 
Carabobo, Aragua, La Guaira y el Distrito Capital; los estados 
orientales aportaron 15%, los estados de los Llanos Centrales 
y Occidentales 14,1%, los estados andinos  10,8%, los estados 
del Sur 10%, los estados de la región Centro Occidental 9,8%, 
y el Estado Zulia el restante 4%.  Para ese mismo año se estimó, 
que la actividad petrolera y de otros hidrocarburos generaron 
unos 20 MM de dólares y la actividad minera del oro, hierro y 
bauxita unos 2,1 MM de dólares, estos sectores productivos 
bajo el control del gobierno central (12) y (13). 

 

Los valores referidos de producción nacional, reflejan 
claramente, como la mayor dinámica económica se ha 
desarrollado en torno a las regiones central y capital pero en 
una proporción bastante disminuida en los actuales momentos. 
Cada región y entidad federal ha buscado “sobrevivir” y 
autosostenerse ante la fuerte crisis económica que ha 
caracterizado al país en los últimos 17 años,  al margen de la 
inversión pública la cual en los últimos 8 años ha sido muy 
precaria. Regiones como la Andina, Oriental, Centro 
Occidental, Llanera y la propia Sur -que en conjunto generaron 
el 60% del PTB Nacional-, parecen mostrar una menor 
dependencia del gasto público y de la economía del centro del 
país. En el caso de Los Andes, sus relaciones se han volcado 
hacia la frontera con Colombia; la región Sur con una minería 
extractiva de exportación mantiene un fuerte intercambio y 
dependencia de Brasil; y la Región Oriental hacia un turismo 
internacional y fuerte relación con Trinidad-Tobago y Guyana. 
Las regiones Centroccidental, Llanos Centrales y parte de los 
Altos Llanos Occidentales han constreñido su dinámica 
económica aún cuando siguen abasteciendo de productos 
agrícolas y manufacturados a parte del país. Todo ello viene 
ocurriendo, a pesar del marcado centralismo en torno a Caracas 
que ha buscado seguir manteniendo el gobierno nacional en 
cuanto a decisiones de políticas económicas y sociales e 
inversión pública. 

 

Dentro de esta nueva realidad, se observa un país 
marcadamente urbanizado (el 93% de la población vive en 
ciudades y cerca del 60% alojados en áreas metropolitanas 
consolidadas), siendo esta su mayor fortaleza. Su economía e 
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ingresos fiscales aunque dependiendo de la explotación de 
recursos naturales (petróleo, gas y minerales metálicos), se ha 
diversificado. Su vasto territorio costero y de montaña está más 
sensible a eventos extraordinarios asociados al cambio 
climático. Todo ello configura una situación país no atendida 
cuya gestión debería ser guiada por una política de 
ordenamiento territorial que de más autonomía a las regiones 
y más representación y valor a los municipios y ciudades 
medias. 

 

Esa Venezuela de hoy, vista así, está estructurada por una 
serie de territorios que se han venido conformando bajo 
patrones y dinámicas socio territoriales diferentes.  Ya no es el 
país geográficamente homogéneo como lo define el Plan 
Nacional de Ordenación del Territorio de 1998. Cada espacio 
que lo estructura, a pesar de su relativa independencia 
comercial, demanda de la definición de nuevos roles y 
prioridades que permitan organizar las actividades y población 
bajo un nuevo patrón de ordenamiento que integre 
espacialmente el territorio nacional. En particular, directrices 
de consolidación del sistema regional de centros poblados, la 
prioridad para el ordenamiento urbanístico de los grandes ejes 
metropolitanos, las redes de transporte y comunicaciones, la 
localización de las actividades industriales y las grandes 
infraestructuras y equipamientos de servicios públicos; ello  
incluso, para los espacios de la plataforma continental y el mar 
territorial.  

 

Venezuela es hoy un país con una marcada anarquía en la 
localización de las actividades económicas, a la cual se asocia 
una manifiesta subutilización de ese capital urbano que lo 
constituyen su red de ciudades, y de las tierras de mejor 
vocación productiva. Mostrando las organizaciones 
gubernamentales, dificultad para regular sus dinámicas 
socioeconómicas y atender eficientemente sus necesidades más 
básicas. 

 

Está exigiendo por ello, de visiones y tratamientos 
institucionales de inversión social y económica más viables y 
sostenibles en el tiempo, para atender su delicada situación de 
dependencia del exterior de alimentos, tecnologías y 
manufacturas. Urge de políticas y decisiones efectivas para el 
desarrollo de las tierras agrícolas, la atención de las cuencas 
abastecedoras de agua de los grandes acueductos, sistemas de 
riego y complejos hidroeléctricos; así como, la revisión del 
sistema nacional de áreas naturales protegidas y áreas 
forestales, el tratamiento y manejo de los territorios mineros y 
fronterizos, y de esa inmensa y rica extensión de espacios 
marinos y costeros aptos para desarrollar el turismo 
internacional y la pesca con mayores aportes económicos y 
beneficio social, pero bajo una gestión ambientalmente 
sostenible. 

 

De allí el reconocer, como el proceso de ordenar el vasto 
territorio nacional debe auspiciar reacomodos de la población, 
tratamiento fiscal especial a territorios estratégicos; 
compensaciones sociales a espacios desfavorecidos, y controles 
férreos sobre ese contingente de tierras cuyo uso dependerá de 

investigaciones y el desarrollo de tecnologías adecuadas a sus 
características y condiciones particulares (caso sur del país). 

 

Venezuela aún cuando dispone desde 1998 de un Plan 
Nacional de Ordenación del Territorio (PNOT) y varios 
estados aprobaron sus planes regionales y estadales de 
ordenamiento territorial (varios de ellos con vigencia legal 
actual con umbral de acción de 10 años), es manifiesto que los 
mismos no responden a la evolución histórica reciente ni 
realidad socio territorial del país, estando desfasados y 
demandando inmediata  revisión y actualización.  

 

 

LA INCERTIDUMBRE DEL DESEMPEÑO DE LAS 
GRANDES ECONOMÍAS DEL MUNDO ACTUAL Y 
LA INCIDENCIA DE LA CRISIS CLIMÁTICA: UN 
GRAN RETO PARA EL PAÍS. 

 

Tal como lo expresa las Naciones Unidas a través de la 
CEPAL en su documento “La Agenda 2030 para el desarrollo 
sostenible en el nuevo contexto mundial y regional: Escenarios 
y proyecciones de la presente crisis”, publicado en noviembre 
de 2020 (14),  el mundo en los últimos años se viene 
desenvolviendo dentro de una crisis humanitaria y sanitaria sin 
precedentes. La expansión de la pandemia de la enfermedad 
por coronavirus (COVID-19) golpeó a una economía mundial 
debilitada por el lento crecimiento y una desigualdad cada vez 
mayor. Siendo notorio, como a medida en que aumentaba la 
incertidumbre sobre la intensidad y duración esperable de la 
pandemia COVID, las economías y las sociedades se cerraron, 
se paralizaron y muchas de ellas por la incapacidad de asumir 
préstamos, vieron sufrir calladamente un daño en su estructura 
económica y serios problemas de orden político y 
sociocultural. 

  

Para algunas economías y algunas regiones como la 
Latinoamericana, los efectos de corto y mediano plazo han sido 
devastadores. Aunque se reconoce que muchos de los factores 
que exacerbaron los efectos de la pandemia, ya estaban 
presentes en el contexto mundial y regional, así como en las 
realidades de algunas naciones. Desde el 2008, la economía del 
mundo se ha venido desarrollando dentro de una coyuntura 
muy compleja asociada a la crisis del sector financiero 
particularmente inmobiliario. En Latinoamérica la misma se 
acentuó más desde el 2014. 

 

En el caso de Venezuela, su crisis venía siendo más 
estructural, asociada al bajo desempeño de su sector petrolero, 
perturbaciones de su política fiscal y una serie de desaciertos 
en sus políticas monetarias y de protección social. La pandemia 
del COVID encontró al país aislado del contexto externo, con 
una industria petrolera casi paralizada, un entorno político muy 
conflictuado, y unas condiciones socioeconómicas de su 
población seriamente disminuidas por la hiperinflación, la 
caída del valor del salario real, la alta informalidad del empleo, 
y una diáspora migratoria hacia el exterior de elevado impacto 
en sus vecinos; situaciones estas que aún perduran en estos 
momentos. 
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Desde mediados del pasado Siglo XX, Venezuela es un país 
cuya economía ha descansado en la producción y exportación 
de hidrocarburos y algunos minerales pesados. Es el país con 
mayores reservas de petróleo comprobadas del mundo 
(298.353 MMb), además, con un 18% de las reservas mundiales 
de gas. Hasta principios del año 2016 producía en promedio 
2,3 Millones de barriles diarios de petróleo que correspondían 
con el 3,1% de la producción mundial. Para finales del año 
2015 según reseña la Memoria y Cuenta del Ministerio de 
Minas, el país producía adicionalmente, unos 117.000 barriles 
por día líquidos del gas natural; 90.795 toneladas métricas de 
aluminio; 12 millones de toneladas métricas de hierro y 1.531kg 
de oro fino. Para el año 2020, ya los órganos oficiales 
reconocían una disminución de la actividad minera desde el 
2011. En los últimos 5 años, aún cuando las cifras oficiales no 
lo reportan con detalle, todos estos valores de producción 
incluyendo petróleo y gas y con la excepción del oro, han 
sufrido una fuerte disminución (15). 

 

El país ha visto en estos últimos 15 años, contraer y disminuir 
sus ingresos y sufrir una seria caída en el PIB petrolero y no 
petrolero. Las causas de este comportamiento y perdida de la 
dinámica económica, los entes oficiales reconocen han estado 
asociadas a comportamientos del mercado internacional, la 
disminución de los precios petroleros y la falta de inversión en 
estos sectores, lo cual ha conllevado a una disminución de la 
capacidad de producción, la paralización de algunas refinerías 
y complejos gasíferos, y el cierre parcial y/o total de empresas 
como Bauxiven (bauxita), Alcasa (aluminio), Ferrominera del 
Orinoco y Minerven (oro). 

 

A esta situación manifiesta de la economía, se ha sumado una 
dura realidad social de la población. Desde el 2014 y hasta la 
fecha, es reconocido el desmejoramiento significativo que han 
tenido todos los servicios públicos básicos por falta de 
inversión, desestructuración de los organismos prestadores y 
las dificultades estructurales para garantizar la operatividad de 
los mismos. De allí que la población percibe como muy 
negativa, la calidad de la prestación en la mayor parte del país, 
del agua potable, electricidad, gas, gasolina, vialidad y 
saneamiento. 

 

Ese desmejoramiento de las condiciones y calidad de vida del 
habitante y su entorno social, ha coincidido con un proceso de 
decrecimiento económico y crecimiento de la informalidad del 
empleo, el cual se ha transformado en empobrecimiento 
generalizado que se ha ido construyendo en forma alarmante 
sobretodo en los últimos 5 años. Todo ello, a pesar del 
incremento en la inversión social y los ingresos a las personas 
durante el período 1999-2022. 

 

Recientes investigaciones sobre la pobreza en Venezuela 
realizadas por el Grupo ENCOVI del Instituto de 
Investigaciones Económicas y Sociales de la Universidad 
Andrés Bello (16) con sede en Caracas, destacan, como el país 
se ha ubicado en los últimos 5 años, entre los más pobres en la 
región latinoamericana y el mundo. Las mediciones muestran 
concretamente, un incremento exponencial de dicho indicador 
a partir del año 2014 y una progresiva generalización de dicha 

condición en los hogares y población. Durante el período 
2019/2022, última medición disponible, el porcentaje de la 
población en condición de pobreza se ubicó en 94%, con un 
incremento de 41,6 puntos porcentuales con respecto al valor 
registrado en el 2014. 

 

 

PROPUESTA DE BASES PARA LA REVISIÓN Y EL 
DISEÑO DE UNA NUEVA POLÍTICA DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO 
REGIONAL DEL PAÍS 

 

Tal como lo establece la Ley Orgánica para la Ordenación del 
Territorio (LOPOT), las políticas, estrategias, programas y 
proyectos que correspondan con procesos de ordenamiento 
territorial del país, deben estar contenidos en el Plan Nacional 
de Ordenación del Territorio (PNOT). El mismo  además de 
servir como  instrumento marco de la planificación del 
desarrollo integral del país, debe cumplir funciones de 
instrumento rector de políticas nacionales para el uso del suelo 
y de los recursos naturales; orientador de las oportunidades 
económicas; ente administrador de los procesos relacionados 
con la ocupación de nuevos territorios y la modificación de 
ocupaciones establecidas; y, como base legal para calificar y 
sancionar actos que contravengan lo pautado en ella. 

 

Dicho PNOT tal como lo establece la LOPOT, como 
instrumento técnico, administrativo y jurídico, es: 

• Un Plan de Largo Plazo (20 años), único bajo esta 
modalidad en el país (art. 9). 

• Lo en él establecido, es de obligatorio cumplimiento por 
los entes públicos  y privados (art. 7). 

• Marco  obligado  de  referencia espacial a los planes de 
desarrollo de mediano y corto plazo del país y a los planes 
sectoriales (art. 9). 

• Instrumento  administrativo que regula los procesos de 
ocupación del territorio, siendo la base  para  emitir  actos 
públicos  relacionados con autorizaciones  y  aprobaciones 
para localizar población, actividades económicas y 
equipamiento físico (art. 43 y 49). 

• Los usos por él regulados se consideran limitaciones legales 
a la propiedad (art. 63). 

• Es  un  instrumento base  para  sancionar  penal  y  
administrativamente  cualquier   no atención  a  su  
contenido (art. 43), siendo a  su vez base para la 
implementación de la Ley Penal del Ambiente. 

 

Como se citó antes, Venezuela desde el año 1998 dispone de 
dicho PNOT debidamente aprobado. El mismo se elaboró 
entre los años 1992 y 1995, y su contenido y documentos 
técnicos y metodológicos en los que se sustentó, aunque para 
ese momento histórico del país estaban acordes, respondía a 
una visión de país democrático, desconcentrado y de ideología 
procapitalista. Era un instrumento de Estado consensuado en 
sus objetivos cuya importancia en la conducción del desarrollo 
regional y ambiental del país, respondía claramente a esa otra 
Venezuela de fin del siglo XX. 
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En el año 1999 con la ascensión a la presidencia de la 
república de Hugo Chávez, se giran instrucciones de revisar la 
política de ordenamiento territorial del país y con ello sus 
instrumentos de ejecución. El PNOT prácticamente entra en 
una fase de revisión al buscarse aprobar una nueva ley de 
ordenación territorial. Como se comentó anteriormente, esos 
proyectos de ley no han prosperado y el nuevo PNOT en su 
última versión del 2010, no se ha aprobado, como tampoco se 
aprobaron nuevos planes regionales/estadales de 
ordenamiento territorial con la excepción del Estado Miranda 
(2011) y Trujillo (2020). 

 

Como lo analizan en forma detallada Negrón y Estaba en el 
prólogo y artículos del libro “La ordenación del Territorio, 
situación actual y desafíos”, publicado por la Academia 
Nacional de la Ingeniería y El Hábitat en 2017, en el año 1999 
con la llegada de Hugo Chávez al poder, tiende a imponerse 
una visión acentuadamente voluntarista de la ordenación del 
territorio, según la cual, era necesario sustituir el modelo 
histórico de ocupación del territorio por otro que privilegiara 
las regiones menos pobladas pero que concentraban los 
mayores volúmenes de recursos naturales como Los Llanos y 
Guayana.  

 

Esa visión indujo entre otros hechos, a la promulgación de 
una nueva constitución nacional (1999), la propuesta de 
desarrollo del “Eje Orinoco Apure” como proyecto bandera y 
centro de la nueva estrategia de estructuración del desarrollo 
regional del país (2002). Propició además, la promulgación de 
la Ley Orgánica de creación de la Comisión Central de 
Planificación (2010), un organismo entre cuyas finalidades 
destacaban: Impulsar la transición hacia un modelo integral de 
planificación centralizada, orientar el establecimiento de un 
modelo socialista para lograr la suprema felicidad social, e 
introducía entre las materias de prioridad en la elaboración de 
los lineamientos estratégicos, políticos y planes, incluir el 
establecimiento de una nueva distribución y ocupación de los 
espacios subnacionales desconcentrando actividades y 
población.  

 

A lo largo de estos últimos 25 años, esa visión política de la 
planificación del desarrollo del país, se ha mantenido. A través 
de un instrumento operativo como son los llamados Plan de la 
Patria o Planes Socialistas de Desarrollo Económico y Social 
de la Nación (Plan Simón Bolívar, Plan de desarrollo regional 
2007-2013, 2013-2019 y 2019-2025) que se aprueban en forma 
de ley nacional, de obligada atención por el sector público y 
entes de gobierno nacional, estadal y municipal. En ellos se 
establecen los objetivos, las líneas de desarrollo estratégico del 
país, y las políticas prioritarias en todos los sectores que 
conlleven gasto e inversión pública del Estado Nacional.  

 

Como lo expresa Negrón (2007), la crítica al respecto en 
relación con este tipo de planes de desarrollo regional, es que 
más que un plan rector, se trata de una larga lista de deseos, sin 
definición de prioridades ni estrategias técnicas viables para 
alcanzarlos, donde es manifiesta la carencia de criterios o 
indicadores que permitan evaluar el cumplimiento de objetivos 
(excepción hecha de algunos indicadores macroeconómicos y 

macrosociales estampados al inicio del documento cuyos 
valores ya resultaban de antemano difíciles de alcanzar). 

 

Estos planes de desarrollo regional del país que hasta la fecha 
han servido de guía oficial para la inversión pública y conducir 
los destinos de Venezuela como nación, han seguido en sus 4 
versiones, una estructura organizativa del desarrollo del país 
alrededor de lo que se ha definido como “grandes objetivos 
históricos”, algunos de ellos en abierta contradicción con la 
Constitución Nacional de 1999 como el  proponer “Seguir 
construyendo el socialismo bolivariano del siglo XXI”, o 
injerencista y de difícil alcance como “Contribuir al desarrollo 
de una nueva geopolítica internacional”, o “Preservar la vida 
en el planeta y preservar la especie humana”. 

  

En esos planes, el ordenamiento y la gestión del territorio, a 
diferencia de las tendencias mundiales que apuntaban a 
fortalecer el rol de las ciudades en el desarrollo incrementando 
su autonomía, mantienen la propuesta de planificar desde el 
gobierno central con protagonismo popular, sin una estrategia 
coherente del desarrollo urbano y sobre la red de ciudades 
existentes en cuanto el rol a cumplir y los requerimientos de 
servicios de base urbana. 

 

Los resultados alcanzados con la implantación de estos 
planes socialistas a lo largo de estos últimos 25 años, son por 
decir lo menos, vergonzosos, dados sus pobres resultados y la 
pérdida en tiempo y recursos económicos empleados, como lo 
manifiestan las cifras antes referidas de las condiciones actuales 
de crisis económica y social en que se encuentra el país 
sumergido.  

 

En materia de ordenamiento urbano, como lo señala Negrón 
(2007), es un hecho notorio, como nuestras ciudades, en 
particular la capital de la República, registran las más bajas 
calificaciones en todos los estudios comparativos de calidad y 
competitividad urbana frente a sus pares de la región, 
consecuencia tanto del pésimo desempeño de la economía 
como de los obstáculos y erróneas políticas  impuestas desde 
el Gobierno Nacional. 

 

Para Negrón (2017, p. 7),  esta auténtica catástrofe ha venido 
ocurriendo en un contexto de cambios de gran trascendencia 
en la actualidad. “Venezuela es con Argentina, el país con más 
altos índices de urbanización de América Latina, en el 
continente más urbanizado del mundo”. La urbanización en la 
región está creciendo a tasas medias mayores al 30%. Mientras 
ello ocurre, el 60% de nuestra población urbana vive en 
asentamientos caracterizados por una baja calidad urbanística, 
con insuficiencias en la dotación de servicios y equipamientos 
esenciales para la vida en una sociedad moderna, 
“constituyendose la más visible y chocante manifestación de 
inocultables desigualdades de la sociedad venezolana”. 

 

En Latinoamérica varios grupos de países en los últimos 10 
años han apostado al ordenamiento territorial como política 
para dirigir el desarrollo de sus provincias, municipios y 
comunas a mayores niveles de sostenibilidad ambiental y 
económica. Aprobaron leyes cuyos contenidos en cuanto a los 
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niveles de planificación y la variedad de planes territoriales, así 
como la transitoriedad que algunos de ellos pueden tener, han 
promovido iniciativas institucionales y facilitado la 
participación de los empresarios, la sociedad civil organizada y 
la comunidad en su diseño y aprobación. Todo ello sucede 
luego de evaluar los precarios resultados en más de 40 años de 
historia de la planificación en América Latina, y la debilidad 
mostrada por el Estado frente al mercado, lo cual se tradujo en 
un aumento de los desequilibrios territoriales, iniquidades 
sociales y deterioro ambiental entre lo urbano y lo rural, en el 
sistema de ciudades en escala global, nacional y regional, y aún 
dentro de una misma ciudad. 

 

Estos cambios y experiencias han sido referidos por algunos 
investigadores e instituciones en el área del desarrollo regional 
(17), quienes coinciden en reconocer, como el escenario actual 
de América Latina viene exigiendo la implementación de 
nuevas estrategias que permitan alcanzar un desarrollo humano 
sostenible, siendo una de estas, la de convertir el 
Ordenamiento Territorial en una efectiva política de Estado 
que facilite la implementación de acciones para revertir 
impactos negativos en el territorio.  

 

Resaltan la experiencia en Ecuador, Perú, Chile y Colombia 
a partir de leyes de ordenación territorial y gestión del uso del 
suelo que vienen implementando. En las mismas se dan pautas 
para formular planes complementarios, parciales y transitorios 
que faciliten los procesos de ordenamiento territorial y 
desarrollo en ausencia de los planes nacionales o provinciales 
de ordenamiento territorial. Uno de ellos son los planes 
maestros sectoriales que permiten detallar, desarrollar o 
implementar programas y proyectos públicos con incidencia 
territorial a instancias o iniciativa de autoridades 
metropolitanas o municipales o un órgano rector de la política 
competente. El enfoque de los mismos es lograr consenso en 
los objetivos a partir del diseño de un plan estratégico y dar 
garantía de inversión y continuidad en una serie de programas 
que defina y se aprueban por consenso de los actores. 

 

Evidentemente ello representa una iniciativa y un avance para 
buscar darle más operatividad a las políticas de ordenamiento 
territorial, comprometer a las diferentes instancias de gobierno, 
y garantizar la consulta, aprobación y participación de la 
sociedad civil y la comunidad.  

 

Coinciden esos estudios, en que existe en los países de la 
región, la necesidad de producir cambios profundos en la 
manera de gestionar el territorio, los que dependen del grado 
de institucionalidad, gobernabilidad y gobernanza que se 
alcance. Se trata de condicionamientos que están implícitos en 
una política de Estado y constituyen parte de una estrategia 
para que esta modalidad de planificación no fracase y perdure 
en el tiempo. Recomiendan por ello, propiciar un cambio 
sustancial para ir a una transición de un ordenamiento 
voluntarista, dirigido, centralizado en el Estado, hacia un 
ordenamiento coordinado y concertado entre distintos actores, 
aun cuando el que lidere el proceso sea el Estado por ser él que 
debe velar por el bien común. 

 

Esto último sirve de referencia para ir vislumbrando incluso, 
una revisión y actualización de la LOPOT 1983 en Venezuela, 
adaptando mecanismos y herramientas transitorias o parciales 
como las experiencias referidas, para darle más operatividad e 
instrumentos de coordinación institucional al proceso de 
ordenamiento territorial, dado que es un hecho público en 
Venezuela como esos planes de ordenamiento territorial que 
existen y se hacen, no comprometen a otros órganos sectoriales 
del gobierno, y su aplicación pareciere solo ser competencia del 
Ministerio del Ambiente (hoy Ministerio de Ecosocialismo) o 
las alcaldías. De allí lo poco satisfactorio de sus resultados y la 
baja valoración política y económica a que existan o lo que 
expresen sus contenidos. 

 

Partiendo de lo anteriormente expuesto, fue que se consideró 
realizar un ejercicio técnico que permitiera adentrarse en esa 
política de ordenamiento territorial que estaría demandando 
Venezuela, partiendo de la necesaria revisión de la misma en 
los últimos 30 años, a partir de analizar los objetivos y 
contenidos del vigente Plan Nacional de Ordenación del 
Territorio de 1998.  

 

Lo primero que se constata, es la generalización que expresa 
su objetivo general y algunos objetivos específicos, 
prácticamente transcribiendo lo que se enuncia en la LOPOT, 
lo cual no parece ayudar a dar respuesta a la problemática 
territorial ambiental reconocida en los profundos y bien 
documentados diagnósticos que sirvieron de base a su 
elaboración. Ello posiblemente no ha servido a los 
gobernadores y alcaldes, quienes en un período de 4 años 
deben tomar decisiones concretas en relación a proyectos de 
obras y programas maestros que propicien una mejora de la 
calidad de vida de la población, la  generación de riqueza 
sostenible, la preservación de la base socio espacial 
garantizando un manejo adecuado del territorio y sus recursos 
naturales, y la armonización de la oferta territorial a la demanda 
socio-económica. 

  

Una justificación a tal distorsión y poca atención se piensa 
haya obedecido, a que el PNOT más que un plan de desarrollo 
regional buscó fungir como un instrumento base de gestión 
ambiental con tendencia a la conservación y preservación de 
los recursos naturales y sus territorios de ubicación, más que a 
su aprovechamiento productivo y económicamente sostenible. 
Políticas como la de organizar el sistema de ciudades y crear 
bases urbanas más acordes al desarrollo esperado de regiones 
y subregiones, están hoy centralizadas en organismos 
nacionales que han ido perdiendo protagonismo político al 
centrarse todas las decisiones en el presidente de la república. 

 

Ello explicaría, como la definición de los grandes objetivos 
deseables-posibles, que deberían estar en relación con la visión 
a futuro sobre el comportamiento de la economía petrolera-
fiscal del país, la dinámica del proceso de urbanización, la 
redistribución poblacional, los esquemas de articulación e 
integración territorial, el logro de un equilibrio 
socioeconómico, el desarrollo y manejo de los territorios que 
estaban estructurando el espacio nacional (Región Capital, 
Áreas de Apertura Petrolera, Zonas Fronterizas, ABRAE, 
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espacio aéreo, etc.), entre otras temáticas, no concurrían en 
unas estrategias de gestión que fuesen factibles de implementar 
mediante proyectos y acciones más concretas durante ese 
periodo de tiempo de vigencia (2000-2020). 

   

El PNOT de 1998 parece haber partido de una consideración 
cuestionable como es, la relativa homogeneidad en el 
tratamiento del extenso territorio continental. Estructura el 
territorio nacional en 5 grandes espacios, 3 de ellos 
continentales (área metropolitana de Caracas, regiones capital 
y central, y el resto del país), más el marítimo y aéreo. En base 
a ello sustenta la propuesta sectorial contenida en cinco de los 
seis capítulos restantes que estructuran el PNOT (IV al VIII), 
la cual se muestra muy general y declarativa, con un tímido y 
disminuido reconocimiento a esa realidad geográfica del país, y 
a las particularidades y variedad de problemas y potencialidades 
que encerraba el territorio nacional para ese momento. 

 

Se comprende entonces, que esa primera experiencia en el 
país de formular un Plan Nacional de Ordenación del 
Territorio, corresponde a una situación país muy diferente a la 
actual. Para quienes conocen el país y están familiarizados con 
los patrones de ocupación que lo caracterizan y con las políticas 
de desarrollo regional y de ordenación del territorio que se 
implementan en cada porción de él, reconocen que no existe 
tal homogenización del territorio nacional. Venezuela, dada su 
geografía y marcado grado de concentración poblacional, se ha 
estructurado espacialmente, a partir de una agregación de 
territorios conformados bajo patrones y dinámicas 
socioterritoriales diferentes, lo cual se ha hecho más evidente 
en las actuales circunstancias de situación país. 

 

Se considera por ello, lo conveniente que resulta, comenzar 
por  revisar y actualizar el PNOT a partir de reconocer y 
aceptar, como la estructuración del espacio nacional responde 
hoy a unas dinámicas socioeconómicas muy concretas que se 
manifiestan dentro de los límites de los siguientes ocho (8) 
grandes territorios, los cuales demandan ser organizados, y en 
consecuencia proceder a definirles los roles a cumplir dentro 
de una estrategia de desarrollo nacional sostenible, y las 
prioridades que estimamos tendrían dentro de ese patrón de 
reordenamiento y ocupación del territorio, para buscar 
consolidarlos y desarrollarlos. Estos 8 grandes territorios 
serían: 

- Área Metropolitana de Caracas: revisión de su rol como 
centro nacional, mejora de su eficiencia atendiendo a la 
capacidad instalada de sus equipamientos, control de su 
crecimiento regulando la expansión y estructuración de los 
ejes metropolitanos conexos de Los Teques, Valles del Tuy 
y Litoral Central. 

- Áreas tradicionales de producción petrolera e 
industrial: consolidación y ordenamiento urbano de las 
ciudades mayores; aprovechamiento de sus ventajas 
competitivas atendiendo a sus equipamientos y servicios; 
recuperación ambiental de áreas degradadas; cambio o 
readaptación de patrones tecnológicos de producción y de 
localización de actividades económicas. 

- Territorios afectados como bloques de concesión de 
programas de producción petrolera y privatización 

minera: Ordenar y controlar la localización de actividades 
de producción, transformación y comercialización; 
atención de problemáticas sociales; control de impactos 
ambientales; establecimiento de mecanismos de regulación 
y control de actividades de apoyo a las operaciones de 
internacionalización de mercado y adaptación de 
tecnologías de almacenamiento, movilización y 
tratamientos de adecuación de manejo. 

- Ejes de dinámica fronteriza: priorizando aquellos 
abiertos a los programas de intercambio comercial y 
desarrollo bilateral, manejando la economía e industria 
mediante declaratoria de regímenes fiscales especiales, y 
ejerciendo acciones más efectivas como áreas de seguridad 
y defensa del país. A ello se agregaría, todo el control y 
manejo de los impactos ambientales y socioterritoriales de 
la minería asociada al arco minero y a las infraestructuras 
de apoyo a la movilización y almacenaje de los bienes que 
se comercializan.  

- Espacios turísticos de interés internacional y 
territorios bajo regímenes especiales (ABRAE) de 
sobresaliente interés para la protección y manejo de la 
biodiversidad: definiendo el tipo de turismo más 
competitivo y sostenible ambientalmente; priorizando su 
proceso regulatorio y de promoción de nuevas actividades; 
señalándole funciones a cumplir dentro de la política de 
apertura comercial y de los convenios de manejo de la 
biodiversidad y protección ambiental; pautando el 
mejoramiento de sus equipamientos de servicios básicos; 
identificando aquellos que deben manejarse como Áreas 
Programáticas Especiales. 

- Territorios de sobresaliente importancia para la 
producción agrícola, pecuaria y forestal: patrimonios 
agrícolas ubicados en los valles altos andinos, Sur del Lago 
de Maracaibo, Altos Llanos Occidentales, Depresión de 
Unare-Llanos Centrales y Orientales, Planicie de 
Maracaibo, Valle de Quibor-Yacambú, y zonas forestales 
del Delta del Orinoco y Reservas Forestales de Guayana y 
Barinas. Deben definirse lineamientos específicos para 
asegurar el adecuado manejo de los recursos suelo, aguas y 
bosques; promoverse cambios en los patrones de uso para 
localizar actividades más intensivas en cuanto a tecnología 
y demanda de mano de obra; reorientar la política de 
reforma agraria y de comercialización y mercadeo. 

- Costas marinas, plataforma continental y el mar 
territorial: control sobre la intervención con fines 
urbanísticos y turísticos; mejora ambiental en la tecnología 
de producción, almacenamiento y movilización de 
productos y desechos de las actividades petroleras y 
gasífera; regulación de las técnicas de pesca; eliminación y 
control de las descargas de desechos; intensificación de las 
acciones de vigilancia y resguardo de la soberanía. 

- Espacio aéreo: definiéndose cuerpo de acciones en 
función de los convenios y acuerdos internacionales sobre 
cambio climático, efecto invernadero y disminución de la 
producción de sustancias agotadoras de la capa de ozono; 
así como áreas de seguridad y defensa nacional. 

 
A partir de considerar estos territorios estructurantes del 

espacio nacional, deberá precisarse  todo lo relativo al Sistema 
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de Ciudades, definiéndose para cada uno de ellos directrices de 
consolidación del sistema regional de centros poblados y la 
integración nacional. Al mismo tiempo, la definición de 
prioridades para el ordenamiento urbanístico de los grandes 
ejes metropolitanos, las redes de transporte y comunicaciones, 
la localización de las actividades industriales y de las grandes 
infraestructuras físicas de equipamientos y servicios, incluso 
ello contemplado para aquellos espacios que valorizarían y 
propiciarían un aprovechamiento económico como la 
plataforma continental, las costas marinas y el mar territorial. 

 

En relación con el sector agropecuario, es un hecho que la 
mayor cantidad de tierras agrícolas del país tienen vocación 
pecuaria. Los suelos de mejor calidad edáfica apenas superan 
las 2,2 mill. de hectáreas resultando en consecuencia, en un 
patrimonio que debe ser adecuadamente utilizado garantizando 
su equilibrado manejo y preservación. Por ello la conveniencia 
de que se proponga, que además de resaltar la importancia del 
territorio con vocación pecuaria, deben pautarse acciones que 
se inserten dentro de la política agroalimentaria para los 
próximos 20 años, y la consolidación de los programas de 
reforma agraria y mejoramiento de las infraestructuras 
construidas de apoyo a la agricultura. El país demanda sembrar 
entre 19 y 25 millones de hectáreas para cubrir los 
requerimientos calóricos de su población actual. Nadie niega la 
enorme subutilización de las áreas saneadas y servidas por las 
grandes presas, embalses y otras obras de regulación y control 
de inundaciones y riego, así como aquellas tierras construidas 
en sus suelos a partir de labores de despiedre y mejoramiento 
de su fertilidad natural (caso de los suelos de los valles 
altoandinos, Quibor-El Tocuyo, Mesa de Guanipa). 

 

En el PNOT 1998 se proponía como un gran objetivo, 
expandir la frontera de ocupación. Hoy en día ello resulta 
totalmente contraproducente, dado el patrón concentrado de 
localización poblacional y la subutilización de más de la mitad 
del territorio actualmente intervenido (unas 32 mill. de 
hectáreas). Por el contrario, uno de los objetivos debería ser, 
intensificar las tierras servidas por grandes infraestructuras de 
apoyo a la producción (caso del Sur del Lago, Planicie de 
Maracaibo y Altos Llanos Occidentales), el saneamiento de 
tierras bajo producción afectadas por inundaciones, y el 
cambio en el patrón de uso de las tierras de mejor calidad 
edáfica.  

 

En cuanto a las áreas de aprovechamiento de recursos 
hidráulicos y la conservación de las cuencas en áreas de 
montaña, dado los efectos actuales y esperados del cambio 
climático, hay que dejar expresa constancia, la prioridad que 
reviste la regulación del uso y aprovechamiento de las cuencas 
que abastecen los sistemas metropolitanos y regionales de 
acueductos, así como de aquellas que surten a los grandes 
sistemas de riego  e hidroeléctricos del país, surgiendo así la 
necesidad perentoria de formular y aprobar los planes 
nacionales de aprovechamiento de recursos hidráulicos y la 
gestión de riesgos a desastres. El ordenamiento territorial de 
los espacios de montaña y piedemonte del país deben basarse, 
en una zonificación y diseño de actuaciones para atender las 
vulnerabilidades y amenazas asociadas a la incidencia sísmica, 

deslizamientos y arrastre de sedimentos, y las inundaciones y 
desbordamientos. 

 

Otro tema que debe revisarse en profundidad, es el 
relacionado con las áreas que están definidas en el PNOT 
como Áreas Programáticas Especiales. Por la experiencia con 
las políticas de ordenamiento territorial de los últimos 25 años 
relacionadas con territorios que han sido decretados como 
Zonas de Desarrollo Económico Social (ZEDES), o dado su 
tratamiento de espacios especiales en la Ley de Asignaciones 
Especiales; así como los Núcleos de Desarrollo Endógeno 
(NUDE), el Eje Orinoco-Apure, el eje Norte Llanero y los 
referidos en los Programas Orinoco y Arco minero. Allí es 
necesario revisar los criterios que señalan su carácter de áreas 
especiales, además de sus ventajas para desarrollar grupos 
líderes de actividad o espacios que encierran recursos 
vulnerables o valiosos. Actualmente son territorios que se 
vienen manejando al margen de las leyes ambientales, con la 
más absoluta discrecionalidad en su administración política 
institucional y donde se han creado situaciones de pobreza 
extrema, violencia y explotación humana al margen de los 
derechos civiles y humanos. 

 

Posiblemente donde ha resultado más beneficioso el PNOT 
1998 para el país, ha sido, el decretar y regular inmensas 
extensiones como áreas bajo régimen de administración 
especial (ABRAE). Hasta la fecha a través de la creación de 400 
figuras de ABRAE se está  protegiendo mediante la regulación 
y hasta prohibiciones de uso, goce y disfrute de la propiedad, 
67,88 millones de hectáreas del país (74,1% de la superficie 
continental), correspondiendo el 63% de esa afectación a 
figuras de protección (Parques Nacionales, reservas forestales 
y zonas protectoras). Sólo 357.955 ha. corresponden a zonas 
de aprovechamiento agrícola. 

 

Evidentemente, parece un exabrupto someter a la tutoría y 
control directo del Estado una proporción tal elevada de 
superficie del país. Los ministerios responsables de velar por la 
gestión integral de estos espacios, han demostrado serias 
deficiencias para su planificación, control de uso y 
aprovechamiento de sus recursos, y su cuidado y protección 
integral. Solo 79 de las 400 figuras decretadas de ABRAE 
tienen planes de ordenamiento y 89 de ellas reglamentos de 
uso, muchos de ellos desactualizados y con bajo nivel de 
aplicación. Debe en consecuencia revisarse esa política de 
someter territorios a estas figuras legales, dada la dificultad que 
muestra el Estado para administrarlas eficientemente. 

 

Finalmente, si se quiere que todas esas políticas que demanda 
el país para ordenar la ocupación del territorio, consolidar 
economías productivas y orientar las actuaciones de los entes 
del estado en pro de un desarrollo sostenible, socialmente justo 
y ecológicamente adecuado, se requiere que se definan los 
mecanismos y medidas de coordinación interinstitucional, 
asignaciones de presupuesto, reingeniería de procesos 
organizacionales y de seguimiento y revisión, que aseguren la 
implementación del PNOT y la gestión efectiva de la política 
nacional de ordenación  del territorio. 
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